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1. Desde que el auto de la Audiencia Provin-
cial de Navarra de 17 de diciembre de 2010 
sostuvo la doctrina de que la adjudicación 
de la finca por el acreedor durante la eje-
cución hipotecaria extingue la totalidad de 
la deuda, incluida la parte eventualmente 
no cubierta por el valor de adjudicación, 
se ha originado un amplio debate que, con 
frecuencia, ha superado el ámbito de lo 
jurídico y, dentro de él, la discusión se ha 
visto teñida con frecuencia de ribetes so-
ciológicos e incluso políticos, que han con-
tribuido a oscurecerlo.

El legislador ya manifestó su criterio en 
contra de la doctrina contenida en el refe-
rido auto en el RDL 8/2011, de 1 de julio, 
en el que, por un lado, modificó la LeLEC 
“para garantizar que en caso de producirse 
una ejecución hipotecaria por impago, los 
deudores recibirán una contraprestación 
adecuada por el inmueble, que les permita 
anular o reducir al máximo la deuda rema-
nente”; y por otro, “eleva el umbral de in-
embargabilidad” cuando dicho remanente 
exista, es decir, cuando “el precio obtenido 
por la venta de la vivienda habitual hipo-
tecada en un procedimiento de ejecución 
hipotecaria sea insuficiente para cubrir el 
crédito garantizado” y el acreedor decida 
acudir al procedimiento ordinario de ejecu-
ción (art. 579 LEC).

El tema queda abierto al debate, pero no 
se puede decir -como se desprende de las 
informaciones aparecidas en diversos me-

dios de comunicación de forma destacada- 
que el reciente Auto del Tribunal Constitu-
cional (ATC) de 19 de julio de 2011 haya 
terciado en la polémica; a lo sumo, lo ha 
hecho indirectamente, como a continua-
ción diré.

2. El ATC en cuestión resuelve, inadmitiéndo-
la, la cuestión de inconstitucionalidad pro-
movida por el Juzgado de Primera Instan-
cia núm. 2 de Sabadell sobre los artículos 
695, 698 y 579 de la Ley de Enjuiciamien-
to civil por posible vulneración de los artí-
culos. 9.3, 24 y 47 de la CE; si bien, como 
el propio auto -remitiéndose a las alega-
ciones del Fiscal General- se encarga de 
resaltar, aunque formalmente  la duda de 
inconstitucionalidad se proyecta sobre tres 
normas procesales de la LEC, “el plantea-
miento que contiene el auto de promoción 
de la cuestión se refiere esencialmente al 
trámite de oposición en el procedimiento 
de ejecución de bienes hipotecados conte-
nido en el art. 695 LEC”; dicho con otras 
palabras, la cuestión fundamental plan-
teada es la conformidad o no a la CE de 
la limitación de las causas de oposición al 
despacho de la ejecución hipotecaria con-
tenida en el art. 595 LEC..

La consecuencia es que no existe en el 
auto pronunciamiento alguno sobre el fon-
do del asunto -la constitucionalidad o no 
de los preceptos cuestionados-; por lo 
menos pronunciamiento expreso porque, 
como vamos a ver, sí existe uno implícito 
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-propiciado por la concreta causa de inad-
misibilidad estimada en el caso- sobre la 
conformidad a la CE del art. 695. 

3. Los fundamentos de la cuestión aparecen 
expuestos para cada artículo de la LEC 
cuestionado –sucintamente, pero con cla-
ridad- en la providencia del juez acordan-
do su planteamiento (v. art. 35 LOTC). A 
su juicio, tales preceptos vulneran los pre-
ceptos constitucionales antes citados por 
las siguientes razones:

a) La limitación de los motivos de oposi-
ción a la ejecución hipotecaria, incluso 
cuando el bien gravado constituye la vi-
vienda habitual del ejecutado (art. 695 
LEC) “impide cualquier tipo de examen 
de la concurrencia en el caso concreto 
de la conditio iuris estructural de toda 
ejecución hipotecaria, cual es la proce-
dencia del vencimiento anticipado de la 
obligación principal garantizada, o de 
una posible causa de nulidad”.

b) Las condiciones jurídico-procesales en 
que es remitido el ejecutado a un ul-
terior proceso declarativo para discutir 
este tipo de cuestiones (art. 698 LEC) 
tienen una incidencia prácticamente 
nula en el desarrollo y efectos del pro-
ceso de ejecución hipotecaria.

c) Las condiciones jurídico-procesales en 
que, en caso de insuficiencia del pro-
ducto de la venta de la vivienda, puede 
continuarse la ejecución según la re-
gulación de la ejecución ordinaria (art. 
579 LEC) “no prevén expresamente 
ninguna nueva fase de oposición según 
dicha regulación ordinaria (lo que se 
traduce en una práctica judicial que la 
omite)”. 

4. La inadmisión de la cuestión de inconstitu-
cionalidad planteada se fundamenta en las 
dos causas previstas en el art. 37.1 LOTC 

-incumplimiento de las “condiciones pro-
cesales” y notoria falta de fundamento-, 
afectando cada una de ellas a preceptos 
cuestionados diferentes:

a) Según el art. 35.2 LOTC, el órgano ju-
dicial deberá “especificar o justificar 
en qué medida la decisión del proceso 
depende de la validez de la norma en 
cuestión”. Es el llamado juicio de rele-
vancia, cuyo alcance ha sido precisado 
por una abundante jurisprudencia del 
TC y cuya falta o insuficiencia constitu-
ye un defecto procesal que determina 
la inadmisibilidad de la cuestión por fal-
ta de las “condiciones procesales” a que 
se refiere el art. 37.1 LOTC. Y esto es 
lo que, a juicio del ATC analizado, ocu-
rre en el presente caso con los artícu-
los 698 y 579.2 LEC cuestionados, que 
“carecen de conexión directa y efectiva 
con la resolución o fallo pendiente, ya 
que el primero de ellos se refiere a una 
fase ulterior del proceso de ejecución 
que no se corresponde con el momento 
actual del proceso a quo en el que se 
promueve la cuestión de inconstitucio-
nalidad o se suscita la duda de inconsti-
tucionalidad (oposición al despacho de 
ejecución), y el segundo versa sobre el 
régimen legal de un procedimiento que 
no es el sustanciado, sino aquel al que 
puede acudir el ejecutado hipotecario 
al margen del juicio sumario”. 

b) Dispone el art. 37.1 LOTC que el TC 
podrá también rechazar la cuestión 
de inconstitucionalidad cuando “fuere 
notoriamente infundada”. Después de 
justificar esta causa de inadmisibilidad 
y precisar que “hemos apreciado en 
ocasiones precedentes la notoria falta 
de fundamento de la cuestión formu-
lada por no tomar en consideración la 
jurisprudencia constitucional pronun-
ciada sobre la cuestión suscitada”, el 
TC considera que concurre en el pre-
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sente caso porque existen sentencias 
anteriores –a las que se remite y cuya 
fundamentación no considera proce-
dente rectificar- en los que ha sosteni-
do la conformidad a la CE de las dispo-
siciones legales que limitan los motivos 
de oposición en el proceso especial de 
ejecución hipotecaria; en su regulación 
anterior y en la propia LEC, “que re-
produce, por lo que aquí interesa, los 
perfiles esenciales (cognición limitada 
y medios de defensa limitados)” del 
mismo. Obviamente, por la propia na-
turaleza de la causa de inadmisión de 
que se trata, el auto (de inadmisión), 
en lo que se refiere a este precepto, 
constituye un pronunciamiento antici-

pado sobre el fondo en sentido deses-
timatorio.

5. En definitiva, el ATC de 19 de julio de 2011, 
al declarar inadmisible la cuestión de in-
constitucionalidad sobre el art. 579 LEC, no 
se pronuncia sobre la conformidad o no a la 
CE del procedimiento de ejecución ordinario 
seguido por el acreedor para el cobro del re-
manente cuando en el previo procedimiento 
de ejecución hipotecaria no se cubrió la to-
talidad del crédito garantizado. Su doctrina 
fundamental es la confirmación –siquiera de 
manera indirecta- de la constitucionalidad 
de la limitación de las causas de oposición 
que puede oponer el deudor al despacho de 
la ejecución hipotecaria (art. 695 LEC).


